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Alfonso Berridi 

Las últimas semanas han sido pródigas en actuaciones gubernamentales respecto a la economía financiera: elevación de la garantía de los depósitos, fondos para avalar los préstamos en el interbancario, posible compra futura de acciones de los bancos, etcétera. Pero, ¿y la economía real? Es cierto que existe una cierta sensación de urgencia por recuperar la confianza de depositantes y bancos, pero no es menos cierto que al final lo que cuenta es la evolución de la economía real. Vale la pena recordar que los problemas recientes son consecuencia de una apuesta de las entidades financieras a que el precio de la vivienda no podía caer. Además, el mercado de valores está descontando con claridad futuros problemas en la economía real de España, que tiene una elevada probabilidad de entrar en recesión debido, en gran medida, al parón en la construcción. Por tanto, gran parte de las dificultades financieras y reales de la economía española tienen el mismo origen: el motor inmobiliario está en reversa. La supuesta acción compensatoria de la obra pública y la construcción de vivienda de protección oficial sobre el colapso de la construcción de vivienda libre no se ha producido. De hecho, tanto en obra civil como en VPO presentan tasas muy negativas. Los principales problemas inmobiliarios en España son la acumulación de un ingente volumen de viviendas nuevas sin vender, las expectativas negativas sobre la evolución futura de los precios y las dificultades de financiación. ¿Cuáles son las propuestas públicas en materia inmobiliaria? La primera es la insistencia del Gobierno en seguir enladrillando España, eso sí, con viviendas de protección oficial. A finales de este año se acumularán viviendas nuevas sin vender suficientes para más de cuatro años al ritmo de ventas actual. No obstante, el Gobierno sigue queriendo construir anualmente 150.000 viviendas protegidas. Con este objetivo tanto el Estado como diversas autonomías proponen comprar suelo a inmobiliarias. Algunas comunidades han optado también por transformar viviendas libres sin vender en viviendas de protección oficial. Ésta es una buena idea siempre que el precio que finalmente se pague sea de VPO. Por desgracia es muy probable que la transformación no se produzca a los precios de VPO recogidos en el Plan de Vivienda, sino a precios concertados especiales; o incluso que la compra se haga al precio fijado por los promotores. Ésta es una solución pésima que subsidia con dinero de los contribuyentes los errores de los empresarios inmobiliarios. Además, sería paradójico que al final del proceso el precio de esas VPO acabara siendo superior al precio de la vivienda libre. 

En segundo lugar, el Gobierno ha propuesto una serie de medidas para aliviar los problemas de financiación del sector inmobiliario. Se aprobaron líneas de crédito en el ICO para construir vivienda de protección oficial y para reestructurar la deuda de aquellas inmobiliarias que destinen al alquiler las promociones asociadas a la deuda refinanciada por el ICO. Ambas medidas son una gota en el inmenso mar de los créditos a la financiación de actividades inmobiliarias. Con todo, en las últimas semanas han aparecido muchos casos de ciudadanos agraciados por sorteo con una VPO que no consiguen un préstamo para financiar la vivienda, por lo que deben renunciar a la misma. Y esto sucede incluso en Cataluña, donde la Generalitat cerró un convenio con las entidades financieras de financiación preferente a la VPO. 

En la solución del problema inmobiliario español hay que tener claros varios principios. Primero, que el brutal exceso de liquidez del pasado no volverá. Los bancos retornarán a criterios más racionales en la concesión de préstamos hipotecarios. Los promotores se quejan de que la banca exige ahora un 20% de entrada y que la cuota hipotecaria no supere el 30% de la renta familiar. Después de tantos años de excesos, la vuelta a la racionalidad crediticia les parece un disparate. Por tanto, la brecha entre el precio de la vivienda y la renta familiar se reducirá. Malas noticias para el precio de la vivienda, que seguirá bajando. Y, en segundo lugar, hay que aprovechar la coyuntura actual para reorientar la decisión entre compra y alquiler a favor de este último. La proporción del alquiler en España es anormalmente baja y es preciso que aumente significativamente. Con este objetivo habría que eliminar de forma definitiva la desgravación a la compra de viviendas, conceder desgravaciones significativas al alquiler para familias con bajos recursos y acabar de una vez por todas con la vivienda de protección oficial en propiedad. 

El sector inmobiliario tiene que deshacerse de los inventarios acumulados y desapalancarse en un contexto de producción y precios menguantes. La transición será larga, compleja y cruenta para algunas empresas inmobiliarias. El sector público debe facilitar la transición a ese nuevo equilibrio, pero sin caer en medidas estrafalarias. Si Guillermo Chicote, presidente de la Asociación de Promotores y Constructores, prefiere dar las viviendas a los bancos en lugar de bajar los precios, allá él. 
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